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1. El intento de una nueva formulación de lo bási-
co desde el proyecto de Estatuto de autonomía de
Cata luña

La extensión que debe respetar este trabajo en el
conjunto de la obra no consiente una profundización
del reto conceptual de lo básico que se contenía, en
términos generales, en la Propuesta de reforma del
Estatuto de autonomía de Cataluña, presentada por
el Parlamento de Cataluña ante el Congreso de los
Diputados.1 La entidad de este planteamiento teóri-
co, pese a su importante modificación con ocasión
de la discusión de dicha Propuesta de reforma en el
Congreso de los Diputados, tiene su reflejo en los
nuevos estatutos de autonomía aprobados hasta
ahora, donde nos vamos a encontrar con una ruptu-
ra de la anterior uniformidad de definición compe-
tencial en materia ambiental. Por ello, es necesario
que le dediquemos una mínima atención.

En un apretado resumen,2 en la mencionada refor-
ma estatutaria se pretendía salir al paso de los exce-
sos que, a juicio del legislador catalán, había cometi-
do el Estado en materia de legislación básica3 y que se
concretaban en cinco puntos principales:

–La incapacidad de haber establecido un alcance
claro y limitado de esta competencia estatal.

–La utilización por el Estado de esta competencia
para establecer una legislación uniforme y difícil-
mente diferenciable respecto del ejercicio de una
competencia legislativa general.

–La práctica inexistencia de ámbitos materiales
sobre los que no se proyecte, en mayor o menor me -
dida, una competencia básica.

–La incapacidad de establecer criterios claros y
seguros a partir de los cuales pueda diferenciarse
entre una norma básica y otra que no lo es.

–La condición de autosuficiente de la ley básica, sin
ne cesidad de que sea completada por la norma auto-
nómica.

Para contrarrestar lo anterior, en el artículo 111 de
la Propuesta de reforma4 se disponía lo siguiente:

“En las materias que el Estatuto atribuye a la Gene -
ralidad de forma compartida con el Estado, correspon-
de a la Generalidad la potestad legislativa y la integri-
dad de la potestad reglamentaria y de la función
ejecutiva, en el marco de los principios, los objetivos y
los estándares mínimos que fije el Estado en las nor-
mas con rango de ley, salvo en los casos que establecen

expresamente la Constitución y el presente Estatuto.
En el ejercicio de estas competencias, la Generalidad
puede establecer políticas propias. El Parlamento debe
concretar a través de una ley la efectividad normativa y
el desarrollo de estas disposiciones estatales.”

Esta norma se completaba con la disposición tran-
sitoria tercera, que establecía:

“Con relación a las competencias compartidas, mien-
tras el Estado no dicte la legislación básica en for ma de
principios, objetivos o estándares mínimos, la Ge ne -
ralidad debe deducirlos de la normativa básica vigente.”

Hay que recordar que esta función estatutaria res-
pecto de la concreción del concepto de lo básico fue
avalada plenamente por el Dictamen previo del Conse -
jo Consultivo de Cataluña en los términos siguientes:

“Al permitir la Constitución distintos entendimien-
tos de las diversas competencias, la norma estatutaria
puede especificar y asumir cualquiera de los consti-
tucionalmente posibles: por eso […] puede disponer
que la competencia legislativa en las materias en las
que el Estado se le ha reservado la competencia
sobre las bases deberá exclusivamente ajustarse a los
principios, objetivos y estándares mínimos que fije el
Estado en normas con rango de ley. Así pues, en
defecto de una definición de las bases estatales con-
tenida en la misma Constitución (lo que hubiera sido
más coherente con la lógica jurídica de un Esta do polí-
ticamente descentralizado) y en defecto también de
una reforma constitucional en el mismo sentido,
debe concluirse que no hay impedimento constitu-
cional explícito para que esa tarea de concreción la
asuma el Estatuto de autonomía.”

Sin embargo, los efectos de esta regulación estatu-
taria en el concepto de legislación básica, modifican-
do los criterios de interpretación sostenidos hasta
ese momento por el Tribunal Constitucional, hubie-
sen sido esencialmente los siguientes:

–Interpretación de lo básico por el propio Estatuto
de autonomía, lo que tendría como consecuencia hur-
tar al Tribunal Constitucional de esta interpretación
derivada directamente del texto constitucional y even-
tualmente la existencia de distintos conceptos de lo
básico en la medida en que no en todos los estatutos
se siguiese la misma definición de lo básico.

–Eliminación de la posibilidad de que lo básico
pueda establecerse en disposiciones reglamentarias
e, incluso excepcionalmente, en medidas ejecutivas
del Estado.

1. BOCG, serie B: Proposiciones de ley, 21 de octubre de 2005,
núm. 210-1.

2. Para un estudio más detenido, ver mi trabajo “Legislación bási-
ca y estatutos de autonomía”, Colección Foro, CEPCO, 2006.

3. Ver en este sentido las críticas contenidas en el “Informe sobre
la reforma del Estatuto”, Instituto de Estudios Autonómicos, 2003,
especialmente en p. 20 y ss.

4. Los argumentos a favor de la posibilidad de realizar esta ope-
ración desde un Estatuto de autonomía pueden encontrarse en VIVER

PI-SUNYER, C., “En defensa dels estatuts d’autonomia com a normes
jurídiques delimitadores de competències. Contribució a una polè-
mica juridicoconstitucional”, Revista d’Estudis Autonòmics i Fede -
rals, 1, 2005, p. 97 y ss.
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–Supresión de la efectividad directa en el ordena-
miento de las decisiones básicas estatales en relación
con las materias compartidas, al requerirse para ello
una ley interpuesta del Parlamento catalán que con-
crete y desarrolle lo establecido por el Estado.

Estos tres efectos han sido corregidos sustancial-
mente en el debate que tuvo lugar en el seno de la Co -
mi sión Constitucional del Congreso de los Dipu -
tados.5 En efecto, de la redacción final se desprende,
por una parte, que las potestades autonómicas de des-
arrollo quedan sometidas a las bases estatales, ya se
expresen éstas en normas con rango de ley como prin-
cipios o mínimo común normativo, ya se expresen en
todas las otras posibilidades que la Constitución, y por
consiguiente, la interpretación dada a la misma hasta
ahora por la jurisprudencia del Tribunal Constitu -
cional en materia de legislación básica estatal. 

En definitiva, del texto final del actual Estatuto puede
derivarse que en el mismo se recoge, bien que a través
de una redacción muy forzada, la doctrina vigente del
Tribunal Constitucional en esta materia, lo que no
quiere decir que esta función interpretativa contenida
en los propios estatutos pueda ser discutida, como así
sucede en los recursos de inconstitucionalidad formu-
lados por el Partido Popular y por el Defensor del
Pueblo contra el nuevo Estatuto de Cataluña.

Ello no podía ser de otra manera, ya que si en cada
Estatuto se permitiese definir el alcance de los conte-
nidos de la legislación básica en el territorio de esa
comunidad autónoma, las bases tendrían una distin-
ta penetración en la legislación autonómica, perdien-
do así su carácter de regla de aplicación uniforme en
todo el territorio estatal en cuanto que traslada al
ordenamiento la regulación de intereses que la Cons -
titución ha depositado en manos del Estado.6

Queda por ver, además, el efecto que tendrá el
modelo de atribución competencial de este Esta -
tuto, en que se combinan repartos competenciales
refe ridos, en general, a la materia de que se trate y
referi dos, específicamente, a submaterias. Lo vere-
mos a continuación, entre otras cosas porque, en
los cuatro estatutos de autonomía aprobados al cie-

rre de este trabajo, se observan cuatro fórmulas
diferentes de atribución competencial en materia
de medio am biente.

2. El medio ambiente en los nuevos estatutos de
autonomía como derecho, deber, objetivo o princi-
pio rector

Una vez analizado que el efecto de la definición del
sistema competencial entre el Estado y las comunida-
des autónomas que pueda estar previsto en un estatu-
to no puede diferir del sistema constitucional mismo,
tal como es interpretado por el Tribunal Cons -
titucional, pasamos a estudiar la forma en que los dis-
tintos estatutos de autonomía modificados hasta
ahora han regulado la materia ambiental.

Además de la explicitación del medio ambiente
como título competencial, lo que veremos más ade-
lante, esta materia aparece recogida expresamente
en los títulos que los diferentes estatutos de autono-
mía dedican a los derechos y deberes de ciudadanos
y a los principios rectores que deben orientar las
políticas públicas de las autoridades autonómicas.7

Utilizamos para este estudio los cinco primeros
estatutos de autonomía reformados, los de la Comu ni -
dad Valenciana, Cataluña, Andalucía, Baleares y Ara -
gón, que en sí mismos configuran una dualidad de
modelos que son suficientes para exponer los proble-
mas que lleva consigo la nueva configuración del me -
dio ambiente en los nuevos estatutos de autonomía.

2.1. Cataluña

En el Estatuto de Cataluña, el título I regula los
“Derechos, deberes y principios rectores”. Dentro del
capítulo I, relativo a los “Derechos y deberes del ámbi-
to civil y social”, aparecen recogidos en el artículo 27 los
“Derechos y deberes con relación al medio ambiente”8

y, a su vez, dentro del capítulo V, denominado
“Principios rectores”, el artículo 46 se refiere al
“Medio ambiente, desarrollo sostenible y equilibrio
territorial”.
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5. El texto del actual 111 del Estatuto de Cataluña queda así: “En las
materias que el estatuto atribuye a la Generalidad de forma compar-
tida con el Estado, corresponden a la Generalidad la potestad legisla-
tiva, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, en el marco de
las bases que fije el Estado como principios o mínimo común norma-
tivo en normas con rango de ley, excepto en los supuestos que se
determinen de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto. En
el ejercicio de estas competencias, la Generalidad puede establecer
políticas propias. El Parlamento debe desarrollar y concretar a través
de una ley aquellas previsiones básicas.”

6. Sobre estos aspectos me he pronunciado más extensamente
en “Reforma Constitucional y reforma estatutaria”, Cuadernos Civi -
tas, Madrid, 2005, p. 53 y ss.

7. Sin entrar, por razones obvias de espacio y de limitarnos a la
materia objeto de este comentario, en el debate acerca de la opor-
tunidad y adecuación de este tipo de derechos, sólo se debe seña-
lar que, en ningún caso, el Derecho al medio ambiente ha sido obje-
to de un recurso de inconstitucionalidad.

8. Artículo 27: “1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un
medio equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud, de acuer-
do con los estándares y los niveles de protección que determinan
las leyes. Tienen también derecho a gozar de los recursos naturales
y del paisaje en condiciones de igualdad y tienen el deber de hacer
un uso responsable de los mismos y evitar su despilfarro. 2. Todas
las personas tienen derecho a la protección ante las distintas for-
mas de contaminación, de acuerdo con los estándares y los niveles
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2.1.1. Los derechos estatutarios
Estos derechos en gran parte no van más allá de su
consideración de principios, ya que su contenido está
remitido, por lo general, a la ley y, por tanto, al propio
espacio normativo que le corresponde al legislador
autonómico, que en todo caso deberá respetar los
contenidos presentes en la legislación básica estatal y
que, en uso de su libertad política, podrá incrementar
los umbrales de protección ambiental. Recuérdese
que el artículo 37.4 del Estatuto de Cataluña determi -
na que “Los derechos y principios del presente título
no supondrán una alteración del régimen de distribu-
ción de competencias, ni la creación de títulos compe-
tenciales nuevos o la modificación de los ya existentes”.

Sin embargo, determinadas cualificaciones concep-
tuales adquieren plena operatividad como derechos
contenidos en una norma de rango superior, limitan-
do la libertad de configuración del propio legislador
autonómico. Así, por ejemplo, en el caso de Cataluña,
se determina expresamente que “el de re cho a la infor-
mación sólo puede ser limitado por motivos de orden
público justificados, en los términos que establezcan
las leyes”. Pues bien, no cabe duda de que las leyes
autonómicas deberán tener en cuenta que los motivos
que limiten el derecho a la información ambiental
deberán pasar el filtro conceptual de ser considerados
“motivos de orden público justificados”. Ello implicará
que, como veremos en su momento, el Estatuto
podría limitar ya la aplicación de alguno de los supues-
tos que la legislación básica estatal sobre el acceso a la
información contempla como causas que legitiman
la de negación de la información solicitada. Además,
en el caso catalán, esta regla implica, sin duda, que
tales motivos de orden público deban estar contem-
plados en una norma con rango de ley y que sobre
todos estos aspectos puede ejercer sus funciones el
Consejo de Garantías Estatutarias, mediante la ema -
nación de dictámenes vinculantes acerca de la ade-
cuación de dichas leyes al Estatuto y a la Constitución.

Si, como consecuencia de todo ello, no fuesen apli-
cables para las autoridades catalanas algunos moti-
vos de denegación de acceso a la información que
posibilita la legislación básica estatal, no se produci-
ría ninguna contravención de esta legislación, al estar
formulada como habilitaciones a las autoridades
públicas, pero sí podrían dificultar el acceso de estas
autoridades a flujos de información de otros centros
administrativos que quisieran mantenerlos en reser-
va, ya que en la medida en que las autoridades cata-

lanas dispusieran de dicha información podrían
verse obligados a proporcionarla.

2.1.2. Los deberes estatutarios
Los deberes estatutarios, en cambio, aparecen for-
mulados como verdaderos mandatos normativos
dirigidos a los ciudadanos, lo que produce de forma
indirecta una habilitación de los poderes públicos
para articular las medidas necesarias que posibiliten
la exigencia de su cumplimiento. Lo que desde el
pun to de vista de la Administración local tiene una
importancia nada desdeñable.

2.1.3. Los principios estatutarios
La construcción estatutaria de los principios rectores9

guarda una absoluta identidad con la regulación de los
“Principios rectores de la política social y económica”
del capítulo II del título I de la Constitución, al limitar-
los, igual que hace el artículo 53.3 de la CE, a una fun-
ción informadora y a remitir su exigibilidad ante los
jueces a lo establecido en las leyes que los desarrollen.

En la medida en que, al igual que los derechos, no
pueden suponer una alteración del régimen de dis-
tribución de competencias, ni la creación de títulos
compe tenciales nuevos o la modificación de los ya
existentes, en nada alteran el ámbito de la legislación
básica estatal.

2.2. Andalucía

También en el Estatuto de Andalucía aparecen reco-
gidos objetivos, derechos, deberes y principios refe-
ridos al medio ambiente, pero contienen determina-
das variantes con relación al Estatuto catalán que
conviene desarrollar.10

2.2.1. Los objetivos básicos estatutarios
En el caso de Andalucía aparecen en primer lugar unos
objetivos básicos contenidos en el artículo 10 dentro
del título preliminar del Estatuto. Esencial men te, en
sus dos primeros apartados, se trata de proclamar los
principios de igualdad real, como reproducción del
artículo 9.3 de la Constitución y de una afirmación
expresa de la igualdad de géneros. 

Como instrumento de lo anterior se enumeran una
larga serie de objetivos básicos entre los que se
encuentran, en el 5, “el aprovechamiento y la poten-
ciación de los recursos naturales y económicos de
Andalucía bajo el principio de sostenibilidad” y, en el

que se determinen por ley. Tienen también el deber de colaborar en
la conservación del patrimonio natural y en las actuaciones que
tiendan a eliminar las diferentes formas de contaminación, con el
objetivo de su mantenimiento y conservación para generaciones
futuras. 3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la infor-
mación medioambiental de que disponen los poderes públicos.”

9. Artículo 39 del Estatuto de Cataluña.
10. Ver, en este sentido, CÁMARA VILLAR, “Derechos, deberes y prin-

cipios rectores”, en El nuevo Estatuto de Andalucía, Balaguer
(coord.), Tecnos, 2007, p. 23 a 45.
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7, “la mejora de la calidad de vida de los andaluces y
andaluzas, mediante la protección de la naturaleza
y del medio ambiente”.

En garantía del alcance de estos objetivos se decla-
ra la obligación de los poderes públicos autonómicos
de adoptar las medidas adecuadas mediante “el
impulso de la legislación pertinente, la garantía de
una financiación suficiente y la eficacia y eficiencia
de las actuaciones administrativas”.

Hay dos notas que deben destacarse. Por una
parte, se trata de preceptos meramente programáti-
cos sin sanción jurídica posible, que en nada afectan
a la formulación por parte del Estado de una legisla-
ción ambiental básica. Por otra, que en el caso anda-
luz, como veremos en el terreno de los derechos,
existe una limitación de los objetivos ambientales al
beneficio de los andaluces, olvidando el sentido uni-
versal de las reglas relativas al medio ambiente.

2.2.2. Los derechos estatutarios
Los derechos, deberes y principios rectores aparecen
regulados en el título I del Estatuto, con un primer
capítulo de disposiciones generales, que debe ser
correctamente interpretado.

Tal como acabamos de señalar, los derechos y debe-
res estatutarios y las políticas públicas a las que se refie-
ren los principios rectores aparecerían limitados a las
personas con vecindad administrativa en Andalucía.11

Si esto fuese así, se estaría produciendo una clara
vulneración constitucional, dado que, en gran parte,
estos derechos se corresponden con servicios, cuyo
prestador obligado es la comunidad autónoma,
como competente en su ejecución y gestión, pero
con relación a todos los ciudadanos.

Debe tenerse en cuenta que, junto a esta restric-
ción de la titularidad de los derechos a los vecinos
andaluces, se prohíbe en el artículo 14 del Estatuto
todo tipo de discriminación “en el ejercicio de los
derechos, el cumplimiento de los deberes y la pres-
tación de los servicios” contemplados en el título I y
que en el propio articulado se definen los sujetos de
los derechos sin estar referidos a la limitación de
vecindad, sino con expresiones como “todos”, “todas
las personas”, “todas las parejas no casadas”, etc.

Por ello, hay que concluir que la limitación vecinal
andaluza sólo tiene el sentido, aunque técnicamente

mal articulado, de reflejar que el Estatuto y las compe-
tencias autonómicas tienen una dimensión territorial
referida a los poderes que el ordenamiento atribuye a
las instituciones de Andalucía y que no se ha preten-
dido, desde el Estatuto, otorgar derechos a los ciuda-
danos respecto de otras administraciones públicas.

Todo ello es evidente en el caso del medio ambien-
te, donde el sujeto titular de este derecho son “todas
las personas”.12 No hay, por tanto, un problema deri-
vado de que sólo fuesen titulares del derecho al
ambiente y, por ende, beneficiarios de los derechos
contenidos en la legislación ambiental, los vecinos
andaluces. Por el contrario, estos derechos estatuta-
rios son de carácter programático, al estar su conte-
nido remitido a lo que dispongan las leyes. Así, tam-
poco hay que tener en cuenta que las garantías de
estos derechos estatutarios se refieran exclusivamen-
te al medio ambiente natural, y se haya olvidado la
norma de garantizar los derechos ambientales referi-
dos a los residuos o al ambiente urbano.

2.2.3. Los deberes estatutarios
En el caso andaluz, los deberes estatutarios aparecen,
tanto en el articulado de los derechos (artículo 28)
como en un artículo específico, el 36, referido a los
“Deberes”. Así, en el artículo 28 junto al derecho al
ambiente se liga el deber de “hacer un uso responsa-
ble del mismo para evitar su deterioro y conservarlo
para las generaciones futuras”, lo que, como en el
caso catalán, produce un efecto habilitador de polí -
ticas para la exigencia de su cumplimiento.

Por su parte, en el artículo 36.1.b) se realiza una
habilitación para que mediante ley se pueda estable-
cer la obligación genérica dirigida a “todas las perso-
nas” de “conservar el medio ambiente”, que al igual
que lo anteriormente dispuesto en el artículo 28 no
deja de ser una cláusula de habilitación de políticas
ambientales limitadoras de actividades económicas y
sociales en garantía de finalidades conservacionistas
de espacios naturales, recursos materiales, entornos
vitales, o relativas a la flora y la fauna.

Más importancia tiene la previsión específicamen-
te dirigida a las empresas en el apartado 2 del artícu-
lo 36, donde se concreta que:

“Las empresas que desarrollen su actividad en Anda -
lucía se ajustarán a los principios de respeto y conser-
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11. Dice el artículo 12: “Los destinatarios de las políticas públicas
y los titulares de los derechos y deberes contenidos en este título
son todas las personas con vecindad administrativa en Andalucía,
sin perjuicio de lo establecido para el derecho de participación en
los asuntos públicos en el artículo 30 y de acuerdo con las leyes
reguladoras de los derechos fundamentales y libertades públicas.”

12. Artículo 28: “1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un
medio ambiente equilibrado, sostenible y saludable, así como a disfru-
tar de los recursos naturales, del entorno y el paisaje en condiciones

de igualdad, debiendo hacer un uso responsable del mismo para evi-
tar su deterioro y conservarlo para las generaciones futuras, de
acuerdo con lo que determinen las leyes. 2. Se garantiza este derecho
mediante una adecuada protección de la diversidad biológica y los
procesos ecológicos, el patrimonio natural, el paisaje, el agua, el aire
y los recursos naturales. 3. Todas las personas tienen derecho a acce-
der a la información medioambiental de que disponen los poderes
públicos, en los términos que establezcan las leyes.”
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vación del medio ambiente establecidos en el título
VII. La Administración andaluza establecerá los corres-
pondientes mecanismos de inspección y sanción.”

La relevancia de este precepto estriba en el respal-
do estatutario que cobra la protección ambiental
frente al derecho a la libertad de empresa. Recor -
demos que la jurisprudencia constitucional ha consi-
derado que el principio rector contenido en el ar -
tícu lo 45 de la Constitución respecto del medio
am biente, que, como tal principio rector debe ser pues -
to en práctica por la leyes que lo desarrollen, puede
legitimar la imposición de limitaciones a la libertad
de empresa recogida como derecho fundamental en
el artículo 38 de la Constitución.

Recordemos igualmente que el Tratado de la Comu -
nidad Europea en su artículo 6 recoge una cláusula
horizontal de integración de las exigencias ambienta-
les en la realización de las políticas económicas, con
objeto de fomentar un desarrollo sostenible.

2.2.4. Las políticas públicas del título VII del Estatuto
Una especialidad del nuevo Estatuto andaluz es el
énfasis que se ha dedicado a la protección del medio
ambiente, mediante la inclusión de un título VII,
especialmente dedicado al medio ambiente.

El contenido normativo de este título se refiere
esencialmente a cláusulas habilitadoras de políticas
públicas ambientales que actúan como principios
rectores, en su mayor parte, con alguna mínima indi-
cación al sistema competencial. Sistemáticamente,
queda fuera de lugar, sin embargo, la inclusión de
políticas de autonomía agroalimentaria y de calidad
alimentaria contenidas en el artículo 199.

Prácticamente todo el panorama de políticas am -
bien tales aparece mencionado en este título como
orientación o como mandatos dirigidos a la actua-
ción de las autoridades autonómicas:

–Protección del medio ambiente, conservación de
la biodiversidad, conservación de la riqueza y varie-
dad paisajística (artículo 195).

–Desarrollo sostenible, uso racional de los recur-
sos naturales, garantía de la renovación de los recursos
naturales, reducción de emisiones contaminantes a
la atmósfera (artículo 196).

–Desarrollo de la agricultura ecológica, turismo sos-
tenible, protección del litoral, protección de la red de
espacios naturales protegidos, fomento de una tecno-
logía eficiente y limpia, compatibilidad de la actividad
económica con la óptima calidad ambiental, protec-
ción efectiva del medio ambiente por los sectores pro-
ductivos, protección del ciclo integral del agua, promo-
ción de su uso sostenible, eficiente y responsable de
acuerdo con el interés general (artículo 197).

–Planificación, supervisión y control de la gestión
de los residuos urbanos e industriales, garantía del

cumplimiento de las normas y medidas dirigidas a la
reducción, el reciclaje y reutilización de los residuos
(artículo 199).

–Lucha contra la desertificación, deforestación y
erosión, planificación de la prevención y extinción de
incendios forestales, recuperación medioambiental
de las zonas afectadas (artículo 200).

–Promoción de políticas que mejoren la calidad de
vida de la población mediante la reducción de las dis-
tintas formas de contaminación y la fijación de están-
dares y niveles de protección, protección frente a la
contaminación acústica, control de la calidad del
agua, del aire y del suelo (artículo 201).

–Promoción de estrategias integrales de desarrollo
rural dirigidas a constituir las bases necesarias para
propiciar un desarrollo sostenible (artículo 202).

–Uso eficiente y sostenible del suelo, configura-
ción de áreas urbanizadas sostenibles, desarrollo del
transporte público colectivo, especialmente aquél
más eficiente y menos contaminante (artículo 203).

–Promoción de estrategias dirigidas a evitar el cam-
bio climático, potenciación de las energías renova-
bles y limpias, promoción de la utilización sostenible
de los recursos energéticos, la suficiencia energética
y el ahorro (artículo 204).

–Protección de los animales, especialmente de las
especies en peligro de extinción (artículo 205).

A mi juicio, merece destacar de toda esta panorá-
mica de medidas ambientales, las relacionadas con la
actividad económica y la urbanística. La primera por-
que, como vimos anteriormente, aparece conectada
con los deberes de las empresas señalados en el
artícu lo 36.2. Las políticas públicas señaladas en este
título VII cubren una amplia gama de contenidos de
garantía ambiental que afectan a la actividad econó-
mica en general y a los sectores económicos más
diversos. 

Así, con relación a la primera, se sienta un principio
general de compatibilidad de la actividad económica
con la “optima” calidad ambiental, lo que traduce el
principio comunitario de “alta protección ambien-
tal”. Igualmente se prefigura una política de exigen-
cia de resultados ambientales al exigirse a todos los
sectores productivos una protección “efectiva” del
medio ambiente y se eleva al sistema económico el
concepto de sostenibilidad como una parte integran-
te del mismo, tanto como instrumento de actuación,
como de legitimación de límites a la actividad econó-
mica. Desde esta perspectiva, Andalucía ha apostado
por un modelo económico propio de países tecnoló-
gicamente avanzados, exigiendo tecnologías eficien-
tes y limpias, reducción, reciclaje y reutilización de
residuos y uso de energías renovables y limpias.

Respecto de sectores específicos, la construcción,
por ejemplo, se ve afectada por la garantía de la rique-
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za y variedad paisajística, la protección del litoral y de
la red de espacios naturales protegidos, la recupera-
ción medioambiental de los espacios afectados por
los incendios, el uso eficiente y sostenible del suelo,
la prohibición de áreas urbanizadas insostenibles y la
reducción de emisiones contaminantes aplicable a
las cerámicas y cementeras. Y se proclama la vertien-
te ambiental de determinados sectores económicos,
como la agricultura o el turismo.

También, las actividades económicas de extracción
o de recolección de recursos se ven emplazadas al
respeto a su capacidad de renovación, a la conserva-
ción de la biodiversidad, a la protección frente a la
desertificación y deforestación y al fomento de la uti-
lización sostenible de recursos energéticos.

Toda esta capacidad de intervención y regulación
respecto de los sectores económicos se ve acom -
pañada de la posibilidad de establecer políticas
de incentivos a particulares y de establecer medidas de
fiscalidad ecológica, preventivas, correctoras y com-
pensatorias del daño ambiental contempladas en el
artículo 206, que hace de artículo de cierre de este
título VII. Su importancia estriba en su posible ade-
cuación, al estar basado en la finalidad ambiental, a
los límites de ayudas públicas que se derivan de la
política comunitaria de libre competencia.

Finalmente, este título VII, al realizar una amplia
labor de descripción de los sectores afectados por la
protección ambiental, son un indicador de que el me -
dio ambiente trasciende de la protección del conoci-
do como ambiente natural, para operar en el ámbito
de la economía, en general, y en sectores específicos
como la agricultura, el turismo y el urbanismo. De
forma implícita, esta descripción habilita al legislador
básico estatal del medio ambiente para poder incidir
en los mismos sectores materiales desde el título
competencial del medio ambiente.

2.3. Comunidad Valenciana

2.3.1. Los derechos estatutarios
El nuevo título II del Estatuto tiene por denominación
“De los derechos de los valencianos y las valencia-
nas”, que debe interpretarse, pese a su dicción literal,
del mismo modo que lo ya analizado para el caso
andaluz en términos de universalidad del sujeto,
salvo lo relativo a los derechos políticos ante las ins-
tituciones de representación política. 

En el caso valenciano los derechos estatutarios al
medio ambiente aparecen detrás de los derechos
relativos al agua, en el apartado 2 del artículo 17, que
reza del siguiente modo:

“2. Toda persona tiene derecho a gozar de una vida y
un medio ambiente seguro, sano y ecológicamente
equilibrado, la Generalitat protegerá el medio ambien-

te, la diversidad biológica, los procesos ecológicos y
otras áreas de especial importancia ecológica.”

Lo singular de este precepto es que, al igual que
sucede en el caso de Baleares, el contenido concreto
de la declaración estatutaria del derecho no se formu-
la en términos de remisión a la legislación autonómi-
ca ordinaria. Ello hace que nos encontremos ante una
declaración en la cual el derecho es plenamente ope-
rativo y eficaz, actuando además como norma que
transforma el principio rector contenido en el artículo
45 de la CE en un derecho exigible ante la jurisdicción
ordinaria, en los términos del artículo 53.3 de la CE.
Para ello no debe importar que este Estatuto no con-
tenga un sistema desarrollado de medidas de garantía
de estos derechos, salvo la referencia contenida en el
artículo 10 a la vinculación de los poderes públicos
valencianos a los derechos estatutarios y el deber de
velar por su protección y respeto.

En este caso, el principal elemento que debe ser
puesto sobre la mesa es el de su fuerza, que opera,
en todo caso, como límite negativo a otras regulacio-
nes de menor rango y a las actuaciones administrati-
vas que pongan en riesgo o debiliten la plena tutela
de los derechos ciudadanos contenidos en el mismo.
Límite negativo que es, como decíamos antes, direc-
tamente accionable ante la jurisdicción ordinaria.

Hay que resaltar que en el caso del Estatuto valen-
ciano, por haber sido aprobado antes del debate en
el Congreso del Estatuto catalán y plantearse como
una reforma del mismo Estatuto, no de un Estatuto
nuevo, que respetaba el ámbito competencial del
Estado, no se incluyó en el mismo una cláusula simi-
lar a la del artículo 37.4 del Estatuto de Cataluña, en la
que se clarifica que las declaraciones estatutarias de
derechos no supone una creación de títulos compe-
tenciales nuevos. A mi juicio, además de que existe
una lógica interpretativa, de extensión a Valencia de
las interpretaciones sistemáticas que el Tribunal
Constitucional haga de las declaraciones estatutarias
de derechos, las potestades referidas a los poderes
públicos valencianos respecto de los derechos esta-
tutarios, están, como toda norma estatutaria, someti-
dos en sí a su acomodación al orden constitucional
de competencias.

2.3.2. Los derechos relacionados con el agua
Dentro del mismo artículo 17, en su primer apartado,
aparecen los derechos de los valencianos y valencia-
nas relacionados con el agua:

“1. Se garantiza el derecho de los valencianos a dis-
poner del abastecimiento suficiente de agua de ca -
lidad. Igualmente se reconoce el derecho de redistri-
bución de los sobrantes de aguas de cuencas
excedentarias atendiendo a criterios de sostenibilidad
de acuerdo con la Constitución y la legislación estatal.
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“Los ciudadanos y ciudadanas valencianos tienen
derecho a gozar de una cantidad de agua de calidad
suficiente y segura para atender a sus necesidades de
consumo humano y para poder desarrollar sus activi-
dades económicas y sociales de acuerdo con la ley.”

En este precepto se agrupan tres derechos. En pri-
mer lugar nos encontramos con el derecho a “dispo-
ner de abastecimiento suficiente de agua de calidad”,
en segundo término, el derecho a la “redistribución
de los sobrantes de aguas de cuencas excedentarias”,
y, por último, y con algo de reiteración respecto a los
anteriores, “a gozar de una cantidad de agua de cali-
dad suficiente y segura para atender a sus necesida-
des de consumo humano y para poder desarrollar
sus actividades económicas y sociales”.

En primer lugar, hay que señalar que el derecho de
redistribución de las aguas sobrantes de cuencas
excedentarias ha sido recurrido ante el Tribunal
Constitucional por las comunidades autónomas de
Aragón y de Castilla-La Mancha, basándose en la pre-
figuración del reparto de dichas aguas que implicaría
la garantía estatutaria valenciana, respecto a los usos
de dichas aguas en otros territorios de la misma
cuenca, con lo que se limitarían las competencias del
Estado como regulador de las cuencas supraautonó-
micas.

En segundo término, que en la medida en que se
formulan como una norma de garantía, implica una
obligación especial de las autoridades valencianas
con relación a los ciudadanos, que tendrá conse-
cuencias en la medida en que la tecnología, por
ejemplo la de desalación de agua del mar, permita
satisfacer la garantía declarada.

En todo caso, estos criterios de uso del agua limitan
y ordenan el uso de las competencias propias auto-
nómicas en materia de gestión del agua, con relación
a las cuencas intraautonómicas.

2.3.3. Normas programáticas
Además de los derechos anteriores, el medio
ambiente aparece, de forma bastante residual, como
parte de normas programáticas, ligado a determina-
dos sectores productivos como el agrario y a valores
culturales y de la identidad valenciana. 

Así lo podemos apreciar de la lectura del artículo
21 de la Ley orgánica 1/2006, de 10 de abril, de refor-
ma de la Ley orgánica 5/1982, de 1 de julio, del Esta -
tuto de autonomía de la Comunidad Valenciana, que
modifica el artículo 18 del anterior Estatuto:

“Desde el reconocimiento social y cultural del sec-
tor agrario valenciano y de su importante labor de acti-
vidad productiva, en el mantenimiento del paisaje, del
territorio, del medio ambiente, de la cultura, de las tra-
diciones y costumbres más definitorias de la identidad
valenciana, la Generalitat adoptará las medidas políti-

cas, fiscales, jurídicas y legislativas que garanticen los
derechos de este sector, su desarrollo y protección, así
como de los agricultores y ganaderos.”

También aparece mencionado de forma indirecta
el medio ambiente con relación al impulso de una
economía sostenible en el artículo 22.1, que modifi-
ca el 19:

“En el ámbito de sus competencias la Generalitat
impulsará un modelo de desarrollo equitativo, terri-
torialmente equilibrado y sostenible, basado en la
incorporación de procesos de innovación, la plena
integración en la sociedad de la información, la for-
mación permanente, la producción abiertamente
sostenible y una ocupación estable y de calidad en la
que se garantice la seguridad y la salud en el trabajo.”

Nos encontramos también en este caso en meras
normas programáticas y habilitadoras de políticas
ambientales que, por su referencia meramente inci-
dental, tienen un ámbito legitimador más limitado
que lo que hemos podido ver con relación al Estatuto
de Andalucía.

2.4. Islas Baleares

2.4.1. Los derechos estatutarios
El nuevo Estatuto de autonomía de las Islas Baleares,
aprobado por la Ley orgánica 1/2007, de 28 de febre-
ro, también contiene un título II, denominado “De
los derechos, los deberes y las libertades de los ciu-
dadanos de las Islas Baleares”, respecto del cual son
reproducibles aquí también las observaciones que
hemos realizado respecto del Estatuto andaluz relati-
vas a la referencia que se hace como sujetos de los
derechos estatutarios a los ciudadanos baleares.

Dentro de este título II aparece un artículo dirigido
de forma específica al medio ambiente. 

En efecto, en el primer apartado del artículo 23 se
puede leer:

“1. Toda persona tiene derecho a gozar de una vida
y de un medio ambiente seguro y sano. Las adminis-
traciones públicas de las Illes Balears, en el ámbito de
sus competencias, protegerán el medio ambiente e
impulsarán un modelo de desarrollo equitativo, terri-
torialmente equilibrado y sostenible.”

Se debe resaltar del enunciado de este precepto el
hecho de que en él, al igual que en la Comunidad
Valenciana y a diferencia de los casos catalán y anda-
luz, se consagra un verdadero derecho estatutario a
gozar de un medio ambiente seguro y sano, sin remi-
sión específica a la legislación autonómica. Se produ-
ce, así, en el propio texto estatutario el complemen-
to de desarrollo legislativo exigido por el artículo 53.3
de la Constitución para que el derecho constitucio-
nal al medio ambiente adquiera su plena exigibilidad
ante los tribunales ordinarios. Por ello, los enuncia-
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dos de políticas ambientales que el Estatuto remite al
desarrollo autonómico parten ya de esta declaración
de derecho al medio ambiente seguro y sano, que
vincula a partir de ahora la actuación de las autorida-
des autonómicas baleares.

2.4.2. Normas programáticas
Además del reconocimiento anterior del derecho al
medio ambiente, el apartado 2 del propio artículo 23
dispone:

“2. Los poderes públicos de la comunidad autóno-
ma velarán por la defensa y protección de la natu -
raleza, del territorio, del medio ambiente y del paisa-
je. Establecerán políticas de gestión, ordenación y
me jora de su calidad armonizándolas con transfor-
maciones que se producen por la evolución social,
económica y ambiental. Asimismo, la comunidad
autónoma cooperará con las instancias nacionales e
internacionales en la evaluación y en las iniciativas
relacionadas con el medio ambiente y el clima.”

Además del artículo 23, el medio ambiente aparece
también como criterio de compatibilidad de dos acti-
vidades económicas concretas, la actividad turística
(artículo 24.1) y las actividades del sector primario,
que engloba como sabemos la agricultura, ganadería
y pesca (artículo 24.2).

Se trata, así, al igual que decíamos en el caso de la
Comunidad Valenciana, de normas programáticas
que tienen su incidencia en los efectos de habilita-
ción del ejercicio de las potestades públicas de la
comunidad autónoma.

2.5. Aragón

2.5.1. Los derechos estatutarios
También en Aragón la materia del medio ambiente
aparece sólo relacionada con los derechos, junto con
los que se entremezclan deberes, y, si bien en el Esta -
tuto existe un capítulo dedicado a los principios rec-
tores, no se refieren éstos en modo alguno a esta
materia. No obstante, también como en el caso de la
Co munidad Valenciana, junto con el derecho al
medio ambiente como título genérico, aparecen
derechos ciudadanos con relación al agua.

Así, en el artículo 18 existen una serie de derechos
ambientales cuyos estándares y niveles de protección
concretos aparecen reenviados a la ley. En primer lugar
aparece el genérico derecho a “vivir en un medio
ambiente equilibrado, sostenible y respetuoso con la
salud”, y el “derecho a gozar de los recursos naturales
en condiciones de igualdad” (artículo 18.1). A ellos se
unen el “derecho a la protección ante las distintas for-
mas de contaminación” (artículo 18.2) y el “derecho de
acceso a la información medioambiental de que dispo-
nen los poderes públicos”. 

El contenido concreto de todos estos derechos se
remite, como decíamos, a la ley autonómica ordinaria.
Recuérdese a este respecto que en el artículo 6, el
Estatuto de Aragón contiene una cláusula relativa a la
eficacia del listado de derechos estatutarios en virtud
de la cual los mismos “vinculan” a los poderes públi-
cos aragoneses, los cuales “deben velar por su protec-
ción y respeto, así como promover su pleno ejercicio”.

2.5.2. Los deberes estatutarios
Junto a estos derechos, en el artículo 18 se contiene
también una referencia a los deberes ambientales,
empezando con el correlativo al derecho a gozar de los
recursos naturales, del cual se predica el deber de
“hacer un uso responsable de los mismos y evitar su
despilfarro”. Del mismo modo, respecto del derecho
a no verse perjudicado por la contaminación, surge
el deber de “colaborar en la conservación del patri-
monio natural y en las actuaciones que tiendan a eli-
minar las diferentes formas de contaminación, con el
objetivo de su mantenimiento y conservación para
las generaciones presentes y futuras”.

2.5.3. Los derechos referidos al agua
Respecto de los derechos con relación al agua, en el
artículo 19 se recoge el derecho de los aragoneses a
“disponer del abastecimiento de agua en condicio-
nes de cantidad y calidad suficientes para atender sus
necesidades presentes y futuras, tanto para consumo
humano como para el desarrollo de actividades
sociales y económicas que permitan la vertebración y
el reequilibrio territorial de Aragón”, derecho que se
ejerce “en el marco del desarrollo sostenible, de la
participación y de la utilización eficaz y eficiente del
recurso”. 

Si se observa, en la estructuración de este derecho
aparecen planteados los problemas inherentes a la
prioridad de aprovechamientos, no ya con relación a
otros territorios autonómicos, sino también a los
potenciales usuarios aragoneses. En primer lugar, el
equilibrio entre necesidades presentes y futuras; en
segundo término, el uso de consumo humano frente
a las actividades sociales y económicas; y, en tercer
lugar, el criterio de la vertebración y el reequilibrio
territorial de Aragón. 

Junto a estos derechos de los que pueden ser
potenciales usuarios individuos o grupos, se sitúa en
el mismo precepto un deber dirigido a los poderes
públicos aragoneses de velar “por la conservación y
mejora de los recursos hidrológicos, ríos, humedales
y ecosistemas y paisajes vinculados, mediante la pro-
moción del uso racional del agua, la fijación de cau-
dales ambientales apropiados y la adopción de siste-
mas de saneamiento y depuración de aguas
ade cuados”. En las prescripciones anteriores encon-
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tramos, así, un nuevo uso del agua, su uso para el
mantenimiento de los caudales ecológicos, el cual,
como un derecho colectivo, compite con los dere-
chos anteriormente descritos y un deber dirigido a
los poderes públicos de conservación y mejora, que
incluye políticas adecuadas de saneamiento y depu-
ración, con las consecuencias que ello tiene para la
disposición del recurso, aguas abajo.

Finalmente, el precepto incluye un segundo deber
dirigido también a los poderes públicos aragoneses, el
de “velar especialmente para evitar transferencias de
aguas de las cuencas hidrográficas de las que forma
parte la comunidad autónoma que afecten a intereses
de sostenibilidad, atendiendo a los derechos de las
generaciones presentes y futuras”. Se trata de un de ber,
que, como todas las actuaciones de los poderes públi-
cos aragoneses, debe realizarse (como así lo recoge
expresamente este precepto) dentro del marco de las
competencias que, en materias de aguas de cuencas
supraautonómicas, le corresponden a la comunidad.

3. El medio ambiente en los nuevos estatutos de
autonomía como título competencial. La doble tipo-
logía competencial

Teniendo en cuenta los cuatro nuevos estatutos de
autonomía estudiados en este trabajo, podemos
observar una doble tipología competencial.

Por una parte, se encuentran los estatutos valencia-
no y balear, en los que con pequeñas variaciones se
reproducen los anteriores textos estatutarios. 

Así, en el caso valenciano, sus competencias se
desdoblan, por un lado, en virtud de lo dispuesto en
el nuevo artículo 49.10, la competencia exclusiva
sobre montes, aprovechamientos y servicios foresta-
les, vías pecuarias y pastos, espacios naturales prote-
gidos y tratamiento especial de las zonas de montaña
de acuerdo con lo que dispone el número 23, del
apartado 1, del artículo 149 de la Constitución.
Además, en base a lo dispuesto en el artículo 50.6, en
el marco de la legislación básica del Estado y, en su
caso, en los términos que la misma establezca,

corresponde a la Generalitat el desarrollo legislativo
y la ejecución de la protección del medio ambiente,
sin perjuicio de las facultades de la Generalitat para
establecer normas adicionales de protección.

Por su parte, el Estatuto balear describe la compe-
tencia ambiental autonómica en el artículo 30.46,
como una competencia exclusiva, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 149.1 de la Constitución,
referida a la protección del medio ambiente, ecolo-
gía y espacios naturales protegidos, sin perjuicio de
la legislación básica del Estado y a normas adiciona-
les de protección del medio ambiente.

Pese a la forzada forma de expresar una competen-
cia compartida, no se produce una innovación res-
pecto al estado actual de la cuestión, respetándose,
así, el espacio legislativo básico estatal.

El segundo modelo es el constituido por los estatu-
tos catalán y andaluz. En estos cuerpos normativos la
competencia ambiental aparece descrita de forma
exhaustiva,13 incluyendo las submaterias en las que se
atribuye una competencia específica a las comunida-
des autónomas.

Esta forma de legislación, en lo que se refiere a la ma -
teria ambiental, no ha sido cuestionada en el re cur so
de inconstitucionalidad que ha interpuesto el Par tido
Popular contra el Estatuto de Cataluña, pero sí por
parte del Defensor del Pueblo. En concreto aparece
como objeto de la impugnación constitucional: 

“Artículo 144, relativo al medio ambiente, espacios
naturales y meteorología. Apartado 1, inciso ‘esta com-
petencia compartida incluye en todo caso’ y las letras
sub siguientes, y apartado 2, inciso ‘incluye, en todo ca -
 so’ hasta el final del apartado porque inciden en la in -
terpretación de los artículos 148.1.9 y 149.1.23 de la CE.”

La razón de esta impugnación estriba para el
Defensor en que se realiza con esta técnica un blin-
daje competencial por descripción, mediante la cual
se reduce la indefinición de una materia, y con ello
los márgenes de interpretación de los que el Estado
hubiera podido venir disfrutando para configurar sus
títulos competenciales, con el respaldo, en su caso,
del Tribunal Constitucional.

13. Respecto del Estatuto de Cataluña:
Artículo 144. Medio ambiente, espacios naturales y meteorología. 
1. Corresponde a la Generalitat la competencia compartida en

materia de medio ambiente y la competencia para el establecimien-
to de normas adicionales de protección. Esta competencia compar-
tida incluye en todo caso: 

a. El establecimiento y la regulación de los instrumentos de plani-
ficación ambiental y del procedimiento de tramitación y aprobación
de estos instrumentos. 

b. El establecimiento y la regulación de medidas de sostenibili-
dad, fiscalidad e investigación ambientales. 

c. La regulación de los recursos naturales, de la flora y la fauna, de
la biodiversidad, del medio ambiente marino y acuático si no tienen
por finalidad la preservación de los recursos pesqueros marítimos. 

d. La regulación sobre prevención en la producción de envases y
embalajes en todo su ciclo de vida, desde que se generan hasta que
pasan a ser residuos. 

e. La regulación sobre prevención y corrección de la generación
de residuos con origen o destino en Cataluña y sobre su gestión y
traslado y su disposición final. 

f. La regulación de la prevención, el control, la corrección, la recu-
peración y la compensación de la contaminación de suelo y subsuelo. 

g. La regulación y la gestión de los vertidos efectuados en las aguas
interiores de Cataluña, así como de los efectuados en las aguas super-
ficiales y subterráneas que no pasen por otra comunidad autónoma.
En todo caso, dentro de su ámbito territorial, corresponde a la
Generalitat la competencia ejecutiva sobre la intervención administra-
tiva de los vertidos en las aguas superficiales y subterráneas. 
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A mi juicio no constituye una inconstitucionalidad
en sí la especificación de las submaterias, pues en
todo caso éstas deben concretar conceptualmente el
contenido de la propia materia constitucionalmente
utilizada para definir el reparto de competencias. No
es, por tanto, el hecho de la desagregación de la
materia entre sus posibles elementos lo que la hace
inconstitucional, sino el exceso de referir, en su caso,
determinados elementos a una materia concreta. Son
estos excesos los que deberá ir determinando la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional en los
conflictos competenciales a los que tal interpreta-
ción diera lugar. Debe tenerse en cuenta a este res-
pecto que el sistema competencial ha terminado por

ordenarse en torno al listado competencial del
artícu lo 149, de forma que lo que allí consta está
reservado al Estado y lo allí no previsto puede formar
parte de las competencias autonómicas. Es decir, así
como los espacios competenciales del Estado deri-
van de las materias del 149, los espacios competen-
ciales autonómicos, si bien están decididamente
condicionados directamente por dicha reserva cons-
titucional estatal, añaden los listados materiales que
puedan no aparecer contenidos en el 149, como en
su día fue paradigmática la materia “defensa de los
consumidores y usuarios”. En definitiva, en la medida
en que, como a mi juicio no puede dejar de ser, el
Tribunal Constitucional, como supremo intérprete

h. La regulación del ambiente atmosférico y de las distintas clases
de contaminación del mismo, la declaración de zonas de atmósfera
contaminada y el establecimiento de otros instrumentos de control de
la contaminación con independencia de la administración competen-
te para autorizar la obra, la instalación o la actividad que la produzca. 

i. La regulación del régimen de autorización y seguimiento de
emisión de gases de efecto invernadero. 

j. La promoción de las calificaciones relativas a productos, activi-
dades, instalaciones, infraestructuras, procedimientos, procesos
productivos o conductas respetuosas hacia el medio. 

k. La prevención, restauración y reparación de daños al medio
ambiente, así como el correspondiente régimen sancionador. 

l. Las medidas de protección de las especies y el régimen sancio-
nador. 

2. Corresponde a la Generalitat, en materia de espacios natura-
les, la competencia exclusiva que, respetando lo dispuesto en el
artículo 149.1.23 de la Constitución incluye, en todo caso, la regula-
ción y la declaración de las figuras de protección, delimitación, pla-
nificación y gestión de espacios naturales y de hábitats protegidos
situados en Cataluña. 

3. La Generalitat, en el caso de los espacios naturales que supe-
ran el territorio de Cataluña, debe promover los instrumentos de
colaboración con otras comunidades autónomas para crear, delimi-
tar, regular y gestionar dichos espacios. 

4. La declaración y la delimitación de espacios naturales dotados de
un régimen de protección estatal requiere el informe preceptivo de la
Comisión Bilateral Generalitat-Estado. Si el espacio está situado ínte-
gramente en el territorio de Cataluña, la gestión corresponde a la Ge -
ne ralitat. 

5. Corresponde a la Generalitat el establecimiento de un servicio
meteorológico propio, el suministro de información meteorológica y
climática, incluyendo el pronóstico, el control y el seguimiento de
las situaciones meteorológicas de riesgo, así como la investigación
en estos ámbitos y la elaboración de la cartografía climática. 

6. La Generalitat ejerce sus competencias mediante el Cuerpo de
Agentes Rurales, competentes en la vigilancia, el control, la protec-
ción, la prevención integral y la colaboración en la gestión del
medio ambiente. Los miembros de este cuerpo tienen la condición
de agentes de la autoridad y ejercen funciones de policía adminis-
trativa especial y policía judicial, en los términos previstos en la ley. 

Respecto del Estatuto de Andalucía:
Artículo 57. Medio ambiente, espacios protegidos y sostenibilidad.
1. Corresponde a la comunidad autónoma la competencia exclu-

siva, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 149.1.23 de la
Constitución, en materia de: 

a) Montes, explotaciones, aprovechamientos y servicios forestales. 
b) Vías pecuarias. 

c) Marismas y lagunas, y ecosistemas acuáticos. 
d) Pastos y tratamiento especial de zonas de montaña. 
e) Delimitación, regulación, ordenación y gestión integral de los

espacios naturales protegidos, incluyendo los que afecten a las
aguas marítimas de su jurisdicción, corredores biológicos, y hábi-
tats en el territorio de Andalucía, así como la declaración de cual-
quier figura de protección y establecimiento de normas adicionales
de protección ambiental. 

f) Fauna y flora silvestres. 
g) Prevención ambiental. 
2. Corresponde a la comunidad autónoma la competencia exclusiva

en materia de caza y pesca fluvial y lacustre que incluye en todo caso
la planificación y la regulación de estas materias; y la regulación del
régimen de intervención administrativa de la caza y la pesca, de la
vigilancia y de los aprovechamientos cinegéticos y piscícolas. 

3. Corresponde a la comunidad autónoma la competencia com-
partida en relación con el establecimiento y la regulación de los ins-
trumentos de planificación ambiental y del procedimiento de trami-
tación y aprobación de estos instrumentos; el establecimiento y
regulación de medidas de sostenibilidad e investigación ambienta-
les; la regulación de los recursos naturales; la regulación sobre pre-
vención en la producción de envases y embalajes; la regulación del
ambiente atmosférico y de las distintas clases de contaminación del
mismo; la regulación y la gestión de los vertidos efectuados en las
aguas interiores de la comunidad autónoma, así como de los efec-
tuados a las aguas superficiales y subterráneas que no transcurren
por otra comunidad autónoma; la regulación de la prevención, el
control, la corrección, la recuperación y la compensación de la con-
taminación del suelo y del subsuelo; la regulación sobre prevención
y corrección de la generación de residuos con origen o destino en
Andalucía; la regulación del régimen de autorizaciones y seguimien-
to de emisión de gases de efecto invernadero; el establecimiento y
la regulación de medidas de fiscalidad ecológica; y la prevención,
restauración y reparación de daños al medio ambiente, así como el
correspondiente régimen sancionador. Asimismo, tiene competen-
cias para el establecimiento de normas adicionales de protección. 

4. La Comisión Bilateral Junta de Andalucía-Estado emite informe
preceptivo sobre la declaración y delimitación de espacios natura-
les dotados de un régimen de protección estatal. Si el espacio está
situado íntegramente en el territorio de Andalucía, la gestión
corresponde a la comunidad autónoma. 

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía el esta-
blecimiento de un servicio meteorológico propio, el suministro de
información meteorológica y climática, incluyendo el pronóstico, el
control y el seguimiento de las situaciones meteorológicas de ries-
go, así como la investigación en estos ámbitos y la elaboración de
la cartografía climática.
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de la Constitución, tiene la plena libertad interpreta-
tiva para determinar si las submaterias realmente
corresponden al ámbito competencial autonómico,
no vemos en esta técnica, como tal, un elemento de
incon stitucionalidad.

A este respecto, si bien es censurable la posición
institucional del Partido Popular de no haber recurri-
do el Estatuto de Andalucía, allí donde éste reprodu-
ce preceptos impugnados del Estatuto de Cataluña,
mucho más lo es la posición del Defensor del Pueblo
al no recurrir las submaterias presentes en el Estatuto
de Andalucía, y en menor medida y bajo una técnica
diferente, en el valenciano y en el balear.

En todo caso, debe tenerse en cuenta que, dado
que lo que está recurrido es la técnica del blindaje
por descripción como tal, ello no quiere decir que los
contenidos concretos de la referidas submaterias no
correspondan, en la realidad decidida casuísticamen-
te por el legislador básico o por la doctrina del
Tribunal Constitucional, al ámbito competencial
auto nómico.

 

Fundación Democracia y Gobierno Local                                                                                pág. 102 a 113 

 


